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Proceso  Verbal 

Demandante Silvia Vergel Pacheco y otro 

Demandado Constructora del Norte de Bello S.A.S., y otro 

Radicado  No. 05001-31-03-010-2018-00315-02 

Procedencia Juzgado Décimo Civil del Circuito de Medellín 

Instancia Segunda 

Ponente  Luís Enrique Gil Marín 

Asunto Sentencia No. 013 

 Decisión  Revoca parcialmente 

Tema  Responsabilidad civil contractual 

Subtemas  Nulidad del contrato de promesa de permuta. Buena 

fe. Restituciones mutuas.  

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR 

 

SALA SEGUNDA DE DECISION CIVIL 

 

Medellín (Ant.), treinta y uno de mayo de dos mil veintidós  

 

I. OBJETO 

 

Se decide el recurso de apelación interpuesto por ambas 

partes, en contra de la sentencia proferida por el JUZGADO 

DÉCIMO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE 

MEDELLÍN, en el proceso ordinario  instaurado por los 

señores MAURICIO RIVERA BONELL y SILVIA VERGEL 

PACHECO, en contra de la sociedad CONSTRUCTORA DEL 
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NORTE DE BELLO S.A.S. y JORGE WILSON PATIÑO 

TORO. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

Pretensiones: Solicitan los demandantes declarar que el 

contrato de promesa de compraventa que suscribieron como 

promitentes vendedores con la sociedad demandada y el 

señor Jorge Wilson Patiño Toro, como promitentes 

compradores, en la ciudad de Medellín, el 05 de noviembre 

de 2015, es absolutamente nulo por no cumplir con los 

requisitos previstos en el art. 1611 del C. Civil y, por  lo tanto, 

no produce efecto alguno; como pretensión subsidiaria 

solicitan, que por incumplimiento de los demandados se 

declare resuelto y, como peticiones comunes a la principal y 

subsidiaria, solicitan se ordene volver las cosas al estado 

precontractual y que los contratantes procedan a las 

restituciones mutuas a que hubiere lugar; los demandados 

deben restituir a los demandantes en su totalidad el bien 

inmueble descrito en el hecho primero de la demanda; en 

caso de no ser posible esa restitución deberán reconocer a 

manera de equivalencia o compensación, el valor que se 

asigne a la propiedad con la respectiva corrección monetaria 

y demás aspectos económicos, como lo estime el perito que 

se designe; igualmente, reconocerán los frutos civiles y 

comerciales que produzca o hubiere producido el inmueble si 

hubiera estado en cabeza de los demandantes de 

conformidad con el art. 964 del C. Civil; así como los 

perjuicios materiales y morales causados y que se acreditan 

de cara al juramento estimatorio; para efectos de las 
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prestaciones mutuas y las compensaciones a que haya lugar 

y de cara a los artículos 961 a 971, 1622 y 1932-3 del Código 

Civil, que los demandados sean considerados como 

poseedores de mala fe; por último, solicitan condenar en 

costas a la parte accionada.  

 

Elementos fácticos: Afirman los pretensores que el 05 de 

noviembre de 2015, como promitentes vendedores y los 

demandados como promitentes compradores, celebraron un 

contrato de promesa de compraventa sobre el bien inmueble 

ubicado en el barrio Laureles, Transversal 34 No. 76-26, 

acera norte, entre las carreras 76 y 77 de la ciudad de 

Medellín y distinguido con la matrícula inmobiliaria No. 001-

146695 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de 

Medellín-Zona Sur; como precio acordaron $900.000.000.oo 

pagaderos así: $30.000.000.oo el 05 de noviembre de 2015, 

a los señores Darío Mejía y Danny Mesa, como comisión por 

la venta y que fueron recibidos a entera satisfacción; 

$85.000.000.oo que serían pagados por los promitentes 

compradores al Banco Colpatria S.A., en cuotas mensuales de 

$1.150.000.oo, hasta el perfeccionamiento de la escritura 

pública de compraventa y con los cuales cancelarían una 

hipoteca que pesa sobre el bien prometido en venta; para 

este efecto, los promitentes compradores se comprometieron 

a girar 12 cheques mensuales posfechados, sin indicar su 

valor, siendo pagadero el primero en el mes de noviembre de 

2015, a favor de la entidad bancaria, cheques que serían 

entregados a los promitentes vendedores en la reseñada 

fecha; $740.000.000.oo cancelados mediante la entrega de 

dos (2) apartamentos destinados a vivienda familiar, con un 
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área de 110 M2 cada uno como mínimo, ubicados en los dos 

últimos pisos del edificio que se construiría en el inmueble 

prometido en venta, los cuales se entregarían en un plazo de 

18 meses, contados desde la expedición de la licencia de 

construcción y en caso de no cumplirse con la entrega en la 

forma acordada, los promitentes compradores solidariamente 

pagarían a título de indemnización un monto equivalente al 

1% de interés sobre el precio del contrato 

($900.000.000.oo), es decir $9.000.000.oo mensuales; los 

apartamentos se tenían que entregar totalmente terminados 

conforme a lo pactado en el contrato de promesa de 

compraventa y el edificio tendría las especificaciones allí 

determinadas; los restantes $45.000.000.oo serían 

cancelados así: $5.000.000.oo en efectivo a la firma de la 

promesa de compraventa y dos cheques posfechados a 30 y 

60 días por $20.000.000.oo cada uno; los compradores se 

comprometieron a solicitar la licencia de construcción dentro 

de los treinta (30) días calendario, contados a partir del 05 

de noviembre de 2015; en la cláusula sexta se acordó que la 

escritura pública se otorgaría en la Notaría 21 de Medellín, el 

23 de abril de 2017, fecha que se podía posponer o adelantar 

por los contratantes sin que constituya incumplimiento del 

contrato de promesa de compraventa; pero, por ninguna 

parte dijeron los contratantes la hora en la que debían 

concurrir a solemnizar el contrato prometido, lo que edifica la 

causal de nulidad invocada porque se desconoce el requisito 

“sine-qua-non” previsto en el art. 1611 del C. Civil; ausencia 

que se traduce en el efecto jurídico contemplado en el art. 

1741 Ib. 
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La entrega material del inmueble se acordó que sería a partir 

del momento en que los promitentes compradores obtuvieran 

la licencia de construcción; pero, también se dijo que desde 

la fecha de suscripción de la promesa, los promitentes 

vendedores facilitarían un espacio físico en la propiedad para 

acondicionar una sala de ventas del proyecto, con permiso 

para colocar avisos o vallas publicitarias, espacio que podría 

ser el garaje o la sala de la vivienda; con esta estipulación 

prácticamente se hizo entrega del inmueble a los promitentes 

compradores, quienes procedieron a su demolición 

inmediata; aunque en realidad la entrega física de la 

propiedad fue el 04 de enero de 2017 y la fecha de expedición 

de la licencia el 28 de noviembre de 2016; también acordaron 

los contratantes, que a partir de la fecha de entrega los 

compradores pagarían $2.000.000.oo mensuales por 

concepto de canon de arrendamiento, que cubrirían “hasta el 

momento en el que se hiciera entrega real y material, con sus 

respectivas escrituras a los promitentes vendedores”, sin 

precisar de qué entrega se trataba, debiéndose entender que 

refieren a los inmuebles prometidos como parte de pago; se 

estipuló como cláusula penal $90.000.000.oo, a cargo de la 

parte que incumpliera lo pactado y exigible por vía ejecutiva, 

sin necesidad de requerimiento alguno o de constitución en 

mora; pero se entiende que la exigencia está supeditada a 

que previamente por vía legal se declare el incumplimiento 

endilgado a la parte demandada; en el inmueble prometido 

en venta a más de ser la vivienda de los pretensores 

funcionaban unos locales comerciales que generaban una 

renta de $88.000.000.oo, como se indica en la estimación de 

los perjuicios; en vista de que las obras no se mostraron muy 
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palpables ni prometedoras, pues solo existe una edificación 

en obra negra, los pretensores acudieron ante los 

demandados con resultados infructuosos, pues se enteraron 

que toda esa componenda contractual obedece a una 

maquinación fraudulenta y de mala fe, que ha motivado la 

reclamación pública de centenares de personas que se vieron 

estafadas por el señor Jorge Wilson Patiño Toro, 

circunstancias que han conllevado a una multiplicidad de 

denuncias ante la Fiscalía General de la Nación. 

 

Los demandantes no son personas habitualmente dedicadas 

a la construcción y actividades afines, ignorando los 

pormenores que le sirven a los demandados para hacerse a 

una propiedad significativa y valiosa, como lo era el bien 

prometido en venta; de donde la construcción adelantada 

sobre el lote de terreno de nada les sirve, de cara al 

reconocimiento de mejoras y a los efectos del inciso 2º del 

art. 1746 del C. Civil; los pretensores se han visto 

notablemente perjudicados con la conducta asumida por los 

accionados, pues hicieron entrega del inmueble que por años 

funcionó como su vivienda y donde crecieron sus hijos, con la 

esperanza de procurarse un patrimonio honesto y estable 

para asegurar los años venideros, pero se encontraron con un 

contrato viciado de nulidad, un incumplimiento y un intento 

de edificación en obra negra que para nada llena sus 

expectativas; los demandados cumplieron en forma parcial el 

contrato de promesa de compraventa puesto que cancelaron 

los $30.000.000.oo por comisión; $85.000.000.oo de la 

hipoteca a favor de Colpatria, a razón de $1.150.000.oo 

mensuales; $45.000.000.oo en efectivo a la firma del 
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contrato; $2.000.000.oo mensuales por concepto de arriendo 

para la vivienda de los demandantes y cuyo contrato de 

arrendamiento estaba a nombre del codemandado Wilson  

Patiño Toro y el impuesto predial hasta el primer semestre de 

2017; pero la obligación contenida en el numeral 4º de la 

cláusula cuarta, no se ha cumplido y se espera que no se 

cumpla por lo incompleto de la obra y el plazo fijado; los 

demandados con su actuar buscan hacerse a propiedades 

significativas a través de empresas de papel y una vez 

recaudan algunas sumas representativas de dinero 

emprenden la fuga; en el presente caso, por fortuna los 

demandantes no otorgaron la escritura pública de 

compraventa; no obstante que los promitentes compradores 

eran reiterativos en solicitar que suscribieran las escrituras y 

elaboraran el reglamento de propiedad horizontal; el art. 739 

del C. Civil, consagra los efectos de la construcción en suelo 

ajeno, pero dicha obligación ha de compensarse con los 

perjuicios ocasionados al propietario del terreno a 

consecuencia de la construcción realizada; es tal la mala fe 

del codemandado Jorge Wilson Patiño Toro, que ha vendido 

un mismo apartamento a dos personas diferentes y ofrecido 

el proyecto a otras constructoras interesadas en su 

continuidad; todo lo anterior, se aúna para desembocar en el 

evento de la exigibilidad antes del plazo, si se llega a deducir 

del contrato que el promitente comprador se haya en notoria 

insolvencia, de cara a lo previsto en el numeral 1º del art. 

1553 Ib.     

 

Admisión de la demanda y réplica: Admitida la demanda 

y notificada a la apoderada judicial de los demandados, la 
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replicó, se opuso a las pretensiones y esgrimió los siguientes 

medios de defensa: (i) concurrencia de culpas – culpa 

exclusiva del acreedor; (ii) falta de causa para pedir; 

(iii) temeridad procesal y mala fe; (iv) falta real, 

concreto y verdadero juramento estimatorio de los 

perjuicios y, (v) falta de integración del litisconsorcio 

necesario por pasiva. 

 

Sentencia: Se profirió el 06 de diciembre de 2019, con la 

siguiente resolución: 

 

“PRIMERO: DECLARAR nulo de nulidad absoluta el contrato 

de promesa de compraventa, celebrado el 5 de noviembre de 

2015, (sic) MAURICIO RIVERA BONELL y SILVIA VERGEL 

PACHECO, como promitentes se dicen ellos vendedores, pero 

son promitentes permutantes y de otro lado CONSTRUCTORA 

DEL NORTE DE BELLO S.A.S y JORGE WILSON PATIÑO TORO, 

como la otra parte permutante o promitentes compradores 

como ellos mismos se definieron en el contrato. 

 

“SEGUNDO: PROCEDA las restituciones mutuas, pero para 

no afectar a la parte demandante y para que el proyecto 

BALTIMORE llegue a final término, el Juzgado dispone que, 

avaluado este proyecto y una vez esté la liquidación que ya 

comenzó en la Superintendencia de Sociedades, de ese 

proyecto BALTIMORE, avaluado actualmente en 

$3.739.100.000, se reconozca a los demandantes el 

equivalente al 31.96% del valor de este proyecto, que 

actualmente asciende a $1.195.041.775.  
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“TERCERO: El despacho hará estas restituciones mutuas, sin 

tener en cuenta la buena o la mala fe de las partes, porque 

de un lado se presume que las mismas actuaron de buena fe 

y no hay prueba exacta de que alguna de ellas haya actuado 

de mala fe y por eso las restituciones mutuas terminaran de 

esta manera. 

 

“CUARTO: Condenar en costas a la parte demandada, al 

liquidarse por secretaría inclúyase por concepto de agencias 

en derecho la suma de $10.000.000”. 

 

La Sentencia empieza indicando que el problema jurídico a 

resolver, es determinar si el contrato de promesa de 

compraventa celebrado entre las partes está afectado de 

nulidad absoluta y, en caso positivo, determinar las 

consecuencias que de allí se derivan; en caso contrario, se 

verificará si se cumple con los presupuestos legales para la  

resolución y demás consecuencias a que haya lugar. Para dar 

respuesta a estos interrogantes indica que en este caso no 

está frente a un contrato de promesa de compraventa, sino 

de promesa de permuta; porque así como los demandantes 

se obligaron a vender un inmueble, a cambio no solo 

recibirían dinero, sino dos apartamentos del Proyecto 

Baltimore que se construiría en esa heredad, concluyendo en 

los términos del art. 1850 del C. Civil que valen más los 

apartamentos que lo que se entregaría en dinero; lo que 

implica que no solamente se debía indicar la ubicación, cabida 

y linderos de la propiedad de los demandantes, sino, además 

la ubicación, cabida y linderos de los inmuebles que debía 

entregar la parte demandada; es decir, de los dos 
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apartamentos que prometieron y debían dar cuando fueran 

construidos; el análisis de la promesa claramente permite ver 

que no se especificó por su cabida, linderos y matricula 

inmobiliaria la propiedad que aún pertenece a los 

pretensores; lo que tampoco se hizo con los apartamentos 

que a su vez la parte accionada tenía que entregar como parte 

del precio; ello conlleva a que el contrato no está determinado 

de tal manera que solo falte la tradición de las cosas con las 

formalidades legales; en definitiva, es un contrato que está 

afectado de nulidad absoluta; desde luego la razón 

fundamental que ha expresado la parte demandante consiste 

en que la época del contrato también está en duda, porque si 

bien se indicó la notaría y el día en que se debía otorgar la 

escritura, no se fijó la hora en la que debían acudir ante el 

notario; el Juzgado advierte que en efecto no se señaló la 

hora, pero considera que esa falencia no conlleva por sí sola 

a la nulidad del contrato de promesa, en la medida que la 

época para la celebración del contrato era clara, siendo la 

hora algo que se podía definir entre las partes; pero lo que 

no se puede enmendar en esta oportunidad es lo 

correspondiente a la ubicación, cabida y linderos de los dos 

apartamentos del Conjunto Residencial Baltimore que estaba 

en proyecto y que debía entregar la Constructora del Norte 

de Bello S.A.S., a los demandantes; el Juzgado considera que 

el contrato de promesa de compraventa, que genuinamente 

es de permuta, está viciado de nulidad absoluta y así se 

declarará. 

 

Para efectos de las restituciones, examina lo sucedido en el 

proceso, advirtiendo que la propiedad que aún pertenece a 
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los demandantes, tenía un valor de $900.000.000.oo, precio 

que al ser actualizado en el dictamen que fue claro, científico, 

cabalmente sustentado y que no mereció ninguna crítica por 

las parte, coligió que actualizado asciende a 

$1.190.250.000.oo; igualmente se determinó que durante la 

celebración de la promesa hasta este año se han generado 

$198.791.775.oo por concepto de frutos, o sea, que el valor 

del predio más los frutos, menos lo que alcanzó a pagar la 

parte demandada que fue confesado en la demanda 

$30.000.000.oo por comisión, $85.000.000.oo pago de la 

hipoteca, $45.000.000.oo en efectivo al momento de la 

promesa y $2.000.000.oo mensuales entre la firma de la 

promesa y el mes de abril de 2017, para un total de 

$34.000.000.oo, arroja un total de $1.195.041.775.oo, a 

favor de los demandantes; pero sucede que la parte 

demandada en el predio realizó una construcción, consistente 

en la estructura de un edificio y según el dictamen pericial, el 

valor de los apartamentos construidos en obra negra asciende 

a $3.356.100.000.oo; los parqueaderos que actualmente 

existen suman $300.000.000.oo y los depósitos 

$83.000.000.oo para un total de $3.739.100.000.oo; si se 

acude a lo que normalmente se hace en caso de restituciones 

mutuas, se tiene que a los pretensores se les debe devolver 

$1.195.041.775.oo, pero a la vez tendrían la obligación de 

pagar a los demandados $3.739.100.000.oo, lo que afecta 

notoriamente a las partes, en tanto que generaría una 

obligación cuantiosa a la parte actora; pero adicionalmente, 

al realizar las restituciones mutuas se impediría que el 

Proyecto Baltimore llegue a feliz término, porque la parte 

demandante no es constructora, no tiene la capacidad de 
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terminar el edificio, de obtener las licencias de construcción, 

ni de realizar el reglamento de propiedad horizontal, solución 

que estaría afectando aún más a los pretensores; por lo 

anterior, el Juzgado da la siguiente solución, teniendo en 

cuenta que Constructora del Norte de Bello S.A.S., se 

encuentra en estado de liquidación judicial, se identificará 

cual es el porcentaje del valor de la construcción que existe, 

que represente el que se debe devolver a los demandantes; 

o sea, que los actores en definitiva tendrían una participación 

del 31.96%; es decir, si la construcción tiene un valor 

$3.739.100.000.oo, a ellos se le debe reconocer 

$1.195.041.775.oo; confrontando las dos cifras, ellos tienen 

una especie de derecho del 31.96% en el proyecto, 

planteando como solución que el liquidador de Constructora 

del Norte de Bello S.A.S., al momento de realizar la partición, 

adjudicación y terminar la liquidación y sin desconocer la 

prelación de créditos, adjudique a los demandantes el 

equivalente al 31.96% del Proyecto Baltimore, que constituye 

uno de los activos que seguramente va a entrar en la 

liquidación judicial de Constructora del Norte de Bello S.A.S.; 

por ello, el Juzgado va a resolver de esa manera, esto es, va 

a declarar la nulidad absoluta del contrato de promesa que 

genuinamente es de permuta, pero no va a imponer las 

restituciones mutuas en cifras tan desfasadas que afectarían 

aún más a la parte actora, sino que en el proceso de 

liquidación de Constructora del Norte de Bello S.A.S., se le 

informará al liquidador para que en la partición y adjudicación 

de los bienes y derechos que hacen parte del patrimonio de 

Constructora del Norte de Bello S.A.S., tenga en cuenta que 

del Proyecto Baltimore, el 31.96% deberá ser reconocido a 
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los demandantes, siendo la única forma de garantizar que 

pueda terminar, que no se afecten los derechos de los otros 

promitentes compradores y que se pueda reconocer un 

derecho a la parte actora. 

 

En torno a la aclaración de la sentencia que fue solicitada por 

las partes, se tiene, que si se realizan las restituciones 

mutuas, los pretensores recibirán su inmueble más los frutos 

reconocidos en $198.791.775.oo, y tendrían que reconocer a 

los demandados no por el valor del predio sino por lo 

construido en este $3.739.100.000.oo; esto es, de recibir el 

predio a su vez asumirían un crédito de prácticamente 

$3.500.000.000.oo; de acuerdo con la prueba practicada 

considera que terminaría afectando mayormente a los 

demandantes e impediría que el proyecto terminara y, 

además, se afectarían a los demás promitentes compradores; 

como el valor del predio más el de los frutos respecto del valor 

de lo construido asciende al 31.96%, el Juzgado entiende que 

en la liquidación de Constructora del Norte de Bello S.A.S., 

puede tener como un activo en orden a hacerlo parte de la 

liquidación y reconozca a los aquí demandantes 

$1.195.041.775.oo, que corresponden al 31.96% del valor 

actual del proyecto, sin afectar la prelación legal que se debe 

tener en cuenta; cuando ello se realice, desde luego, una vez 

pagado el valor del predio, la parte demandante como se 

consignó en el contrato de promesa que ahora se anula, 

procedería a otorgar la escritura que le permita al adquiriente 

hacerse dueño del predio y terminarlo y, los pretensores 

hacerse a $1.195.041.775.oo, obviamente indexados al 
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momento de ser reconocidos; en estos términos queda 

aclarada la sentencia.  

 

Apelación: Lo interpusieron ambas partes; al efecto, el 

extremo pasivo expuso los siguientes reparos: No está 

conforme con la nulidad absoluta que se decretó del contrato 

de promesa de compraventa, en cuanto a que no estaban 

determinados los linderos, cabida y demás características del 

bien prometido en venta o permuta; aunque el a quo al 

respecto refirió jurisprudencia, se debe tener en cuenta que 

si bien el inmueble no estaba plenamente determinado o 

especificado, sí era concreto o determinable porque existe un 

edificio que ya está levantado en estructura y cuál era 

específicamente el área correspondiente y los pisos que se 

iban a entregar y, por tanto, en ese sentido no faltó 

determinación en cuanto al objeto de lo que se iba a entregar 

en venta; de otro lado, y aunado a lo manifestado por el 

apoderado de la parte demandante, comparte lo indicado en 

el sentido de que la sentencia no es ejecutable o por lo menos 

tampoco se entiende; en ese sentido deja plasmado el 

recurso de apelación frente a la declaratoria de nulidad 

absoluta y frente a las restituciones mutuas estarían 

pendientes de la aclaración solicitada. 

 

Dentro de los tres (3) días siguientes a la audiencia de 

instrucción y juzgamiento, además expuso: Si bien la 

promesa no determina con exactitud los apartamentos que 

serían entregados a cambio del lote cedido por los 

demandantes en virtud del contrato, lo cierto es que el a quo 

no tuvo en cuenta que en la forma en que se realiza este tipo 
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de negocios, no es posible hacer una determinación exacta de 

los bienes porque no se han construido, lo que conllevaría a 

que no se pudieran prometer en venta las unidades 

inmobiliarias de los proyectos constructivos, como sucedió en 

el presente caso; según la lógica de los negocios de esta 

naturaleza, el objeto sí es determinable; en la sentencia se 

ordenan las restituciones mutuas, pero nada se dice respecto 

del codemandado Patiño Toro, quien a pesar de participar en 

el negocio prometido, la decisión se centra únicamente en 

resolver la situación de Constructora del Norte de Bello 

S.A.S., cuando se debió pronunciar sobre las restituciones de 

cada uno de los demandados (folios 31 y 32 cuaderno 

principal). 

 

Por su parte, el extremo activo como reparos señaló:  No 

comparte la decisión en cuanto al estimado cuantitativo o 

deductivo, que toca el rubro de las prestaciones mutuas, 

porque el Despacho está equivocado ya que está tomando los 

parámetros del proyecto como si estuviera terminado, 

avocando a los demandantes a que necesariamente tienen 

que estar inmiscuidos en las resultas económicas del 

proyecto, lo que no quieren, porque para eso hubieran 

continuado ahí hasta que el edificio se termine; está razón es 

suficiente de momento para hacer uso del parágrafo del art. 

322 del C. General del Proceso, que permite la postulación 

adhesiva del recurso de apelación; de otra parte, el a quo de 

buena fe incurrió en un traspié, esto es, que el codemandado 

pagó la hipoteca, a lo que se comprometió según las voces 

del contrato de promesa de permuta, lo que no es así porque 

en este momento no la ha pagado, puesto que la hipoteca 
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está vigente y tiene cobro ejecutivo y los demandantes la 

tuvieron que pagar, por esta razón ya no se puede modificar; 

lo que se debe modificar por el superior es el aspecto 

cuantitativo y deductivo de las prestaciones mutuas porque 

la solución salomónica por no decir matemática, es que los 

pretensores reconozcan el valor de las mejoras o construcción 

plantada en el suelo de su propiedad y, a su vez, los 

demandados reconozcan el valor de los perjuicios y frutos 

civiles que se causaron con el derrumbamiento del inmueble, 

no refiere al lote, porque todavía figura a nombre de ellos, 

pero la casa que se tumbó sí, este cruce de cuentas sería el 

verdadero estimado cuantitativo de las prestaciones mutuas; 

por estas razones interpone el recurso de apelación de 

manera adhesiva. 

   

Igualmente, dentro de los tres (3) días siguientes a la 

audiencia de instrucción y juzgamiento, señaló: La sentencia 

de primer grado desborda los límites y efectos de la 

congruencia que es propia de toda decisión judicial, conforme 

a lo previsto en el art. 281 del C. General del Proceso; por 

ninguna parte se solicitó incluir a los demandantes en el 

“Proyecto Baltimore” y, mucho menos, que cedieran o 

transfirieran la propiedad del terreno como aporte al 

mencionado intento constructivo; pero el Juzgado desbordó 

el principio de congruencia y decidió que los pretensores 

deben esperar a que se supere la liquidación que en su 

momento ha de hacer la Superintendencia de Sociedades, 

para que en dicho trámite se les reconozca un monto 

equivalente al 31.96% del valor de un proyecto que en el fallo 

se da por terminado, a pesar de mostrarse de manera menos 
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que incipiente; peor aún, como se obliga a los actores a que 

hagan dejación del derecho de dominio sobre el predio en el 

que se implantó la naciente edificación, con miras a que el 

“Proyecto Baltimore” sea culminado; lo que riñe con los 

efectos de la declaratoria de nulidad absoluta del contrato de 

promesa de permuta, pues nada de lo que apunte a su 

ejecución, continuidad, desarrollo, prosecución y finalización 

puede ser de recibo; si el pacto de promesa resultó inmerso 

en la nulidad absoluta, nada de lo que de él se derive puede 

tener aplicación; amén, que la decisión se orienta en la 

continuidad de un proyecto que se está dando como concluido 

con un estimado económico de $3.739.100.000.oo, que no 

superó la debida contradicción, ya que no fue explicado, 

sustentado ni soportado por el experto que lo elaboró como 

lo ordena el inciso 1º del art. 231 del C. General del Proceso; 

pues dicho avalúo que fue allegado por los demandados, 

parte de la base que el proyecto ya fue terminado, lo que riñe 

con la realidad y cualquier deductiva de futuro es 

notoriamente injusta e impone que se dé aplicación al inciso 

3º del art. 206 Ibídem; la decisión de primer grado obliga a 

los demandantes a aceptar tal argumentación como si el 

proyecto estuviera terminado, y que abandonen o cedan el 

derecho de dominio que ostentan sobre el terreno en que se 

construyó la incipiente obra; jamás entendió la razón para 

que el fallo ordenara a los actores que debían esperar la 

liquidación por parte de la Superintendencia de Sociedades, 

cuando se sabe que el “Proyecto Baltimore” no estuvo 

vinculado ni incluido en la actuación y decisión de la 

Superintendencia de Sociedades, tal como se desprende del 

enlistamiento allegado por la parte accionada; además, nunca 
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se pretendió la continuidad de un proyecto impregnado de 

nulidad y que los actores deben ceder el dominio del predio a 

una causa afectada de invalidación absoluta, para 

desembocar en una incongruencia tal, que tiene que soportar 

el efecto de la revocatoria de lo decidido. 

 

No resulta entendible que a pesar que se solicitó en la 

pretensión séptima, para efectos de las prestaciones mutuas, 

que los demandados debían ser considerados como 

poseedores de mala fe, el a quo de manera extraña concluye 

en el numeral 3º del acta del fallo, que “El despacho hará 

estas restituciones mutuas, sin tener en cuenta la buena o la 

mala fe de las partes, porque de un lado se presume que las 

mismas actuaron de buena fe y no hay prueba exacta de que 

alguna de ellas haya actuado de mala fe y por eso las 

restituciones mutuas terminaran de esta manera”; decisión 

sorpresiva frente a un individuo que se encuentra privado de 

la libertad y bajo los efectos de una investigación penal por 

los ilícitos de “Urbanización ilegal”, “Estafa”, “Captación 

masiva de capitales” y, demás conductas inherentes, con las 

que lesionó un sinnúmero de personas en cuantía que supera 

los $300.000.000.000.oo, utilizando como vía canalizante de 

la mala fe la de unos contratos de promesa, huérfanos de la 

indicación de la época en que debía cristalizarse el contrato 

prometido y de la debida alinderación de los inmuebles 

prometidos en permuta; máxime que dichos convenios fueron 

redactados por la parte demandada, configurándose su mala 

fe; lo anterior se aúna para que se acepten los reparos contra 

la decisión de primera instancia y frente a las prestaciones 

mutuas, se decida que lo correcto es que los pretensores sean 
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tenidos como dueños de la construcción u obras implantadas 

en el terreno de su propiedad y que deben reconocer al 

demandado que las implantó, su justo precio según las voces 

del art. 738 del C. Civil, siendo allí donde tiene plenos efectos 

las prestaciones mutuas, en tanto que los demandantes 

reconocerían a los demandados el valor de lo implantado, 

éstos a su vez le deben reconocer a los propietarios del predio 

el valor de la construcción demolida, a la medida de que el 

avalúo sensato y justo de lo implantado se compense con el 

estimado de la edificación derrumbada, para que los 

propietarios conserven lo edificado en el suelo de su 

propiedad; pero, llegar a la conclusión que llegó el a quo, es 

un despropósito que soslaya la debida congruencia como se 

ha señalado; amén, que no tiene cabida que los actores se 

sumerjan en un proceso liquidatario adelantado por la 

Superintendencia de Sociedades, en el que no está incluido el 

“Proyecto Baltimore” y culminen un proyecto en el que no 

tienen interés, bien por imposibilidad económica o porque la 

superación del intentado proyecto descansa en un convenio 

absolutamente nulo, lo que ostensiblemente quebranta el 

principio de congruencia; por estas razones, solicita se 

revoque lo apelado (folios 328 a 330 cuaderno principal). 

 

En segunda instancia se corrió traslado a los recurrentes para 

que sustentaran el recurso de apelación. Al efecto, el extremo 

activo adujo que el Tribunal de oficio decretó la aclaración del 

dictamen rendido por el experto Edwin Cardona, para que 

precisara el valor del terreno y de la estructura del edificio 

por separado; precisión que no efectúo en debida forma, de 

dicha respuesta se corrió traslado y la parte actora aportó un 
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nuevo dictamen rendido por el experto Camilo Murillo Franco, 

el cual cumple con los requisitos de ley; pericia que coteja 

con la presentada por el señor Edwin Cardona, para terminar 

coligiendo que el dictamen elaborado por el señor Cardona no 

obedece a la realidad y se encuentra sobrevalorado; amén, 

que el perito no tiene la calidad que se requiere para avaluar 

este tipo de inmuebles; la sentencia declaró la nulidad 

absoluta del contrato de promesa de permuta porque no 

cumple con la totalidad de los elementos de la esencia; esto 

es, con la plena identificación de los inmuebles objeto de 

pago, al no indicar su cabida y linderos, lo que tiene asidero 

en lo señalado por la Corte Suprema de Justicia en la 

sentencia SC004-2015; amén, que en el contrato no se fijó 

hora para suscribir la escritura pública; es decir, no se 

determinó una época clara al punto que la demandada no 

compareció a firmar el acto escriturario; considera que la 

decisión del a quo frente a la reseñada promesa fue acertada. 

En torno a las restituciones mutuas con fundamento en los 

arts. 1746 y 738 del C. Civil, señala que la parte demandante 

debe cancelar a la accionada el valor de la estructura en obra 

negra conforme el avalúo presentado por el experto Camilo 

Murillo Franco, previo descuento de los frutos civiles acorde 

con lo ordenado por el a quo; además, que es clara la mala 

fe de la demandada porque su intensión nunca fue llegar a un 

feliz término, al elaborar contratos sin el cumplimiento de los 

requisitos legales y acordando promesas imposibles de 

cumplir, porque su único propósito era crear proyectos para 

apropiarse de bienes y recursos de los compradores; 

buscando un enriquecimiento personal en detrimento de los 

compradores y vendedores de lotes, alcanzando a crear 
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alrededor de 60 proyectos constructivos, sin terminar 

ninguno; siendo esta la causa de las denuncias que se 

presentaron ante la Fiscalía. Por estas razones, solicita se 

revoque parcialmente la sentencia de primer grado en lo 

referente a las restituciones mutuas. 

 

Por su parte, la demandada indicó que el problema jurídico 

que se pretende resolver es determinar si el contrato de 

promesa de permuta adolece de nulidad absoluta y, 

consecuentemente, ordenar las restituciones mutuas a que 

hubiere lugar; al realizar el análisis del cumplimiento de los 

requisitos a que se contrae el art. 1611 del C. Civil, el Juzgado 

consideró que no se cumplían a cabalidad, porque en 

tratándose de bienes inmuebles, se deben determinar por su 

ubicación, cabida y linderos, conforme lo dispuesto por la 

jurisprudencia patria y que el contrato de promesa está 

afectado de nulidad absoluta; al respecto señala, que resulta 

de vital importancia al momento de adoptar la decisión de 

segundo grado, tener en cuenta que como la sociedad 

Constructora del Norte de Bello S.A.S., se encuentra en 

proceso de Liquidación Forzosa Administrativa, se deben 

tener presente las normas que regentan la materia de las 

cuales transcribe las que considera más relevantes y 

aplicables al presente caso; el análisis del Juzgado, en cuanto 

a que no están determinados con nivel de detalle los 

inmuebles objeto del contrato de promesa de permuta no es 

acertado, porque en el contrato además de estar 

determinados los inmuebles eran determinables, tal como lo 

ha señalado la jurisprudencia constitucional; además, se debe 

tener en cuenta la respuesta a la demanda y las excepciones 
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propuestas, oponiéndose a las pretensiones porque el 

contrato de promesa de permuta no es nulo, no siendo 

procedente volver las cosas al estado inicial; amén, que la 

edificación tiene un avance del 50% y los demandantes –

vendedores- siendo conocedores del proyecto y de los 

promitentes compradores, se negaron a suscribir la escritura 

a la que se obligaron en la cláusula sexta del contrato de 

promesa; además, lo argumentado por los pretensores no 

resulta acorde con el marco jurídico y contractual porque se 

trata de apreciaciones subjetivas; a más, que la posesión de 

mala fe que se endilga a la demandada se desvirtúa de bulto, 

no habiendo lugar al reconocimiento de frutos civiles y 

comerciales, ni al reconocimiento de perjuicios materiales o 

inmateriales o a compensaciones, ni a condena en costas; 

toda vez que el actuar omisivo y la culpa exclusiva de la parte 

actora exoneran de estas responsabilidades a la demandada; 

amén, que el fin de los demandantes es apropiarse del 

proyecto constructivo y de los derechos de los terceros que 

adquirieron como promitentes compradores el 80% de los 

apartamentos; de mantenerse la declaratoria de nulidad 

absoluta de la promesa de permuta, se vulneraría el interés 

general de la masa de acreedores de la liquidación, dentro de 

la cual se encuentra el proyecto Baltimore de propiedad de la 

demandada, el cual debe volver a manos de la liquidación; no 

está de acuerdo con la asignación de las prestaciones mutuas 

porque estas debe cumplir con las reglas de graduación, 

calificación y prelación de créditos; además, que conforme 

con lo señalado en la Resolución No. 002 del 27 de enero de 

2022, que refiere a la determinación, calificación y graduación 

de las acreencias oportunamente presentadas y con relación 
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a las acreencias del proyecto Baltimore; los aquí 

demandantes, entre otros, figuran como promitentes 

compradores de los apartamentos 901 y 1001 del proyecto 

Baltimore, en segundo orden de privilegio, con un  crédito de 

$1.200.000.000,oo. Por estas razones, solicita la protección 

del interés general de la liquidación forzosa administrativa y 

de la masa reclamante, se revoque la decisión de primer 

grado y, en consecuencia, se conserve incólume el contrato 

de promesa de permuta.  

 

III. CONSIDERACIONES 

 

Problemas jurídicos: El recurso de apelación de cara a la 

sentencia de primer grado, plantea los siguientes problemas 

jurídicos que la Sala debe resolver: ¿el contrato de promesa 

de permuta objeto del proceso adolece de nulidad absoluta? 

¿la sentencia de primer grado incurrió en incongruencia al 

decidir sobre las prestaciones mutuas? ¿El pronunciamiento 

sobre restituciones no comprendió a todas las personas que 

fueron vinculadas como demandadas? 

 

El contrato de promesa de compraventa: Lo regula el art. 

89 de la Ley 153 de 1887, que derogó el art. 1611 del C. Civil, 

en los siguientes términos: 

 

“La promesa de celebrar un contrato no produce obligación 

alguna, salvo que concurran las circunstancias siguientes: 

 

“1ª) Que la promesa conste por escrito; 
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“2ª) Que el contrato a que la promesa se refiere no sea de 

aquéllos que las leyes declaran ineficaces por no concurrir los 

requisitos que establece el artículo 1511 del Código Civil. 

 

“3ª) Que la promesa contenga un plazo o condición que fije 

la época en que ha de celebrarse el contrato;  

 

“4ª) Que se determine de tal suerte el contrato, que para 

perfeccionarlo sólo falte la tradición de la cosa o las 

formalidades legales. 

 

“Los términos de un contrato prometido, sólo se aplicarán a 

la materia sobre que se ha contratado”.  

 

En el presente caso, como lo coligó el a quo, no hay lugar a 

duda que estamos en presencia de una promesa de permuta, 

porque los inmuebles que serían entregados por los 

demandados a los demandantes como parte del precio, tienen 

un valor superior al monto que en dinero pagarían como parte 

de ese precio, como así lo dispone el art. 1850 del C. Civil; es 

así, como en la cláusula cuarta de la convención, se asignó el 

precio de $740.000.000.oo por los apartamentos que los 

demandados entregarían como parte  del precio que en total 

acordaron en $900.000.000.oo; amén, que tal decisión no fue 

objeto de reparo alguno por las partes. 

 

En el mundo de los negocios es de común ocurrencia que 

antes de la celebración del contrato de compraventa sobre 

bienes inmuebles, los contratantes requieran la realización de 

actos preparatorios, lo que imposibilita su celebración  al 
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momento de acordar las condiciones que lo regirán, o 

simplemente, porque su voluntad es diferir su celebración en 

el tiempo; lo que implica la obligación para los contratantes 

de perfeccionar el contrato previamente acordado. Para estos 

eventos, la legislación civil ha previsto y regulado el contrato 

de promesa de compraventa, revistiéndolo de formalidades, 

cuyo desconocimiento lo torna ineficaz; pues su finalidad, es 

precisamente, asegurar la realización del contrato prometido, 

para cuyo efecto, la convención futura debe quedar 

completamente definida de antemano, de tal manera que 

para su perfeccionamiento solo quede faltando el 

cumplimiento de la solemnidad y, de esa forma, como los 

derechos y obligaciones quedaron determinados, los 

contratantes perfectamente saben de antemano a qué se 

comprometieron, lo que les permite saber anticipadamente 

cuando y donde deben cumplir las prestaciones a su cargo. 

 

Nulidad del contrato de promesa: El bien inmueble 

prometido en permuta por la parte demandante a la 

demandada, se describe en la cláusula primera del contrato 

de promesa de compraventa, en los siguientes términos:  

 

“PRIMERA: OBJETO DEL NEGOCIO Y DESCRIPCIÓN DEL 

BIEN: LOS PROMITENTES VENDEDORES se obligan a 

transferir a título de COMPRAVENTA por escritura pública 

registrada a favor de los PROMITENTES COMPRADORES, 

quienes se obligan a adquirir para sí al mismo título el derecho 

de dominio y la posesión que LOS PROMITENTES 

VENDEDORES tienen y ejercen sobre el siguiente bien:  
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“El inmueble situado en esta ciudad de Medellín en el Barrio 

Laureles en la calle o transversal 34, acera Norte, entre las 

carreras 76 y 77, marcado en su puerta de entrada con el No. 

76-26, barrio denominado también Santa Teresita, antes 

Belén, consistente en el lote de terreno con una superficie de 

300.80 metros cuadrados, o sea 470 vs2, junto con la casa 

de habitación allí construida, y que linda: Por el frente que da 

al sur en 11,20 metros con la calle 34, Por el Occidente en 

línea recta y longitud de 29,06 metros con predio que fue de 

la cooperativa de habitaciones, después de Bernardo Maya, 

en parte y de Diego Villegas en otra parte, y por el Oriente, 

en línea irregular en parte, con predio de Ignacio Mejía 

Velásquez, y de la otra parte con propiedad de Amparo Mejía 

de Restrepo. Tal como consta en anotación # 03 tiene casa 

de habitación marcada con el 46-26 de la transversal 34. 

 

“Inmueble distinguido con FOLIO DE MATRICULA 

INMOBILIARIA # 001-146695, de la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos de Medellín- Zona Sur”. 

 

En cuanto a los inmuebles que los demandados entregarían a 

los demandantes como parte del precio, el numeral cuarto de 

la cláusula cuarta consignó: “4) La suma de SETECIENTOS 

CUARENTA MILLONES DE PESOS (740.000.000), los 

cuales serán cancelados con la entrega de dos apartamentos 

destinados a vivienda familiar, con un área de 110 mts2, cada 

uno, como mínimo, y ubicados en los dos últimos pisos del 

edificio que se construirá en la vivienda que hoy se promete 

en venta. La entrega material de estos apartamentos se hará 

en 18 meses contados a partir de la expedición de la 
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correspondiente licencia de construcción LOS 

PROMITENTES COMPRADORES manifiestan que si 

cumplidos los 18 meses estipulados en la duración de la obra, 

no han sido entregados los apartamentos a los 

PROMITENTES VENDEDORES se comprometen 

solidariamente a pagar a título de indemnización por 

incumplimiento el 1% mensual de interés sobre el precio 

objeto de este contrato que lo constituye por la suma de 

NOVECIENTOS MILLONES DE PESOS ($900.000.000) o 

sea la SUMA DE NUEVE MILLONES DE PESOS 

MENSUALES ($9.000.000)”. 

 

Luego de referir a las características que tendría cada uno de 

los apartamentos prometidos, en cuanto a acabados y 

elementos que comprenderían, se acordó: “A cada 

apartamento le corresponderá un garaje, que haga parte 

integrante del Edificio, y un cuarto útil. LOS PROMITENTES 

VENDEDORES, podrán escoger la mejor ubicación de sus 

garajes y cuarto útil para su uso. Se anexa el diseño 

preliminar de los apartamentos elaborados por el arquitecto 

JHON CHICA TOBON, pero se deja establecido que el diseño 

podrá ser modificado en adecuación de espacios y diseño” 

(folios 11 a 17 cuaderno principal).  

 

En este caso, no sólo se omitió indicar la ubicación de los 

apartamentos que serían entregados a los demandantes; 

sino, además sus linderos; a lo que se agrega, que tampoco 

se determinó la ubicación, cabida y linderos del garaje y 

cuarto útil de cada una de las unidades inmobiliarias 

prometidas y que también quedaron incluidas en la 
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negociación; tampoco se precisó la ubicación, cabida y 

linderos del edificio del que harían parte tanto los 

apartamentos como los garajes y cuartos útiles, que serían 

transferidos a los actores como parte del precio, lo que 

evidencia que no se cumplió con la determinación exigida en 

el art. 1611 del C. Civil.  

 

Es cierto que no se requiere que el contrato de promesa de 

compraventa recabe sobre la identificación del bien inmueble 

prometido en venta, incluso, se permite que sea 

determinable, esto es, que se indiquen los datos necesarios 

para su individualización. Esta conclusión no implica que en 

el documento se omitan los datos indispensables que 

permitan individualizar el bien raíz prometido y, diferenciarlo 

de otros de igual naturaleza o especie, como es la indicación 

de los linderos, la ubicación y la nomenclatura; pues no se 

debe olvidar que el contrato prometido se debe determinar 

cabalmente, de tal manera, que para su perfeccionamiento 

solo falte la solemnidad de la escritura pública. En este 

sentido se ha pronunciado la jurisprudencia en los siguientes 

términos: “En frente a lo preceptuado por la regla 4ª. del 

artículo 89 de la Ley 153, citada, la doctrina y la 

jurisprudencia han interpretado siempre esa disposición legal 

en el sentido de que, cuando la promesa verse sobre contrato 

de enajenación de un inmueble, como cuerpo cierto éste 

se debe determinar o especificar en ella por los linderos 

que lo distinguen de cualquier otro, y cuando se refiere a 

una cuota o porción de otro de mayor extensión, debe 

también individualizarse éste en la misma forma, es decir, por 

sus alineaciones especiales (subrayas y negrillas extratexto).  
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“La razón de esta doctrina, que otrora se hacía estribar en el 

contenido del artículo 2594 del código civil, se encuentra hoy 

en las ordenaciones del decreto 960 de 1970, según las cuales 

los inmuebles que sean objeto de enajenación “se 

identificarán … por su nomenclatura, por el paraje o localidad 

donde están ubicados y por sus linderos” (artículo 31). Y es 

que tratándose de inmuebles no es admisible otra manera o 

forma de determinarlos legalmente.  

 

“Ello no obstante, para que el objeto del contrato exista y 

pueda ser conocido por las partes no se requiere que en la 

promesa esté determinado, sino que es suficiente que pueda 

serlo posteriormente; en tal supuesto se habla de cosa 

determinable, determinabilidad expresamente autorizada por 

el artículo 1518 ejusdem, norma que en su segundo inciso 

hace permisible tener la cantidad como incierta, “con tal que 

el acto o contrato fije o contenga datos que sirvan para 

determinarla”. 

 

“Si pues, la compraventa y por lo mismo la permutación 

existen cuando las cosas que se enajenan son determinables 

(artículo 1518), la Corte ciertamente no encuentra razón 

valedera para sostener que la promesa de venta o de permuta 

sea ineficaz cuando las cosas prometidas, sin embargo de no 

aparecer determinadas en aquélla, sí son determinables con 

las bases que para conocerlas con certeza se establecen en el 

contrato. De que el ordinal 4° del artículo 89 precitado 

establezca que la promesa de contrato, para su validez, tiene 

que determinar el contrato prometido, no puede seguirse 
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necesariamente que se excluya la posibilidad de estipular la 

enajenación de bienes determinables: la determinación del 

contrato futuro, cuando de compraventa se trata, no sólo no 

es incompatible sino que se aviene con la determinabilidad de 

la cosa que es objeto de la venta prometida. 

 

“La determinabilidad del objeto en el contrato de promesa es,  

por otra parte, criterio admitido por la doctrina universal”1. 

 

En verdad es posible pactar la determinabilidad del objeto por 

estar expresa y legalmente autorizado; pero en este caso, es 

indispensable la indicación de los datos o la forma como se 

logrará esa cabal determinación como viene de indicarse y lo 

puntualiza la jurisprudencia que viene de citarse, al indicar 

“con tal que el acto o contrato fije o contenga datos que sirvan 

para determinarla”; adicionalmente, esa determinación no 

puede quedar sometida al arbitrio o mera voluntad de los 

contratantes, como así mismo lo ha enfatizado la 

jurisprudencia con soporte en la doctrina, al precisar: 

”Expresan en efecto Planiol y Ripert que: “El contrato 

preliminar en regla contiene la determinación exacta de todos 

los elementos esenciales del contrato futuro, pero alguno de 

ellos puede ser apenas determinable, como por ejemplo la 

cosa o el precio que venga a ser fijado con el corriente en el 

comercio para la mercancía de que se trata. Con todo, la 

determinación jamás deberá depender de la exclusiva 

voluntad de una de las partes, ni aun de ambas. Desde que 

ellas estén de acuerdo sobre los puntos esenciales, los 

 
1 Sentencia del 25 de septiembre de 1979, citada por Darío Preciado Agudelo, El Contrato 

de Promesa, pág. 75.  



31 
 

accesorios serán regulados por los principios del derecho 

dispositivo y, en último caso, por el juez” (Tratado de Derecho 

Civil. T. VI, No. 220) (Sentencia del 25 de septiembre de 

1979, citada en el Contrato de Promesa, Darío Preciado 

Agudelo; pág. 76).   

 

Adicionalmente, el contrato de promesa de permuta o 

compraventa también debe indicar la cédula o registro 

catastral del bien prometido, si la tuviera como expresamente 

lo indica el art. 31 del Decreto 960 de 1970; así mismo, el 

titulo que ostenta el declarante que dispone del bien 

prometido, o como algunos han entendido, que debe indicar 

el titulo antecedente (art. 32 estatuto del Notariado); 

elementos que también son indispensables por ser 

estipulaciones que necesariamente debe contener la escritura 

pública; incluso, para que la tradición se pueda efectuar 

exitosamente necesariamente se tiene que indicar en el acto 

escriturario el folio de matrícula inmobiliaria del inmueble, así 

como la cabida exacta del bien raíz utilizando el sistema 

métrico decimal, como expresamente lo manda el parágrafo 

1º del artículo 16 de  la Ley 1579 de 2012, que adoptó el 

Estatuto de Registro de Instrumentos Públicos en Colombia, 

al consagrar que: “No procederá la inscripción de documentos 

que transfieren el dominio u otro derecho real, sino está 

plenamente identificado el inmueble por su número de 

matrícula inmobiliaria, nomenclatura o nombre, linderos, área 

en el Sistema Métrico Decimal y los intervinientes por su 

documento de identidad. En tratándose de segregación o de 

ventas parciales deberán identificarse el predio de mayor 

extensión así como el área restante, con excepción de las 
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entidades públicas que manejan programas de titulación 

predial. También se verificará el pago de los emolumentos 

correspondientes por concepto de los derecho e impuesto de 

registro” (negrillas y subrayas fuera de texto).    

 

En el presente caso, se tenía que indicar la ubicación, cabida 

y linderos de los bienes que serían transferidos a los 

pretensores como parte de pago del precio de la negociación, 

como lo resalta la Corte en la cita que viene de transcribirse. 

Se itera, en el contrato de promesa de compraventa o 

permuta, el contrato prometido debe quedar cabalmente 

determinado, de tal manera que para perfeccionarlo solo 

queda faltando la solemnidad de la escritura pública. 

 

Lo anterior pone de presente, que el contrato de promesa de 

compraventa, para el caso el de permuta, no cumple con las 

formalidades prescritas legalmente y, por tanto, adolece de 

nulidad absoluta. 

 

Al efecto, establece el art. 1742 del C. Civil, que La nulidad 

absoluta puede y debe ser declarada por el juez, aun sin 

petición de parte, cuando aparezca de manifiesto en el acto o 

contrato”.  

 

En el presente caso, es palmario que las irregularidades del 

contrato de promesa de compraventa son manifiestas, 

aparecen de bulto, pues basta la mera lectura del documento 

que recogió la voluntad de las partes, para concluir que los 

inmuebles que serían entregados a los demandantes no 

fueron determinados, como acertadamente lo coligió el a quo. 
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La presunción de buena fe: En cuanto a que los 

demandados deben ser considerados como poseedores de 

mala fe, como lo afirma el extremo activo; se advierte, que 

el art. 83 de la C. Política, consagra la presunción de buena 

fe, conforme a la cual no solo las autoridades públicas, sino 

además los particulares, en todas sus actuaciones deben 

obrar guiados por el principio de la buena fe; presunción que 

también aparece prevista en el art. 769 del C. Civil. 

 

Los contratantes en todos los contratos y en todas las etapas 

de éste; la precontractual, la de celebración y en la de 

ejecución, deben proceder de buena fe. En algunos contratos 

se acepta la astucia, experiencia y habilidad de los 

contratantes para obtener ventajas a su favor; en el presente 

caso, como lo señaló el a quo, la presunción de buena fe no 

fue desvirtuada por la parte demandante, incumpliendo con 

la carga de la prueba que le incumbe como lo ordena el art. 

167 del C. General del Proceso, pues el hecho de que los 

demandados hubieran confeccionado el contrato de promesa 

de permuta y estén siendo investigados penalmente, per se 

no conlleva a que los mismos hubieran actuado de mala fe en 

su celebración o sean poseedores de mala fe como lo señala 

la parte demandante; máxime, que no obstante que en la 

cláusula octava del contrato de promesa se pactó que la 

entrega real del inmueble por parte de los demandantes se 

haría a partir del momento en que la parte demandada 

obtuviera la licencia de construcción del proyecto y que desde 

la suscripción de la documentación facilitarían un espacio 

físico en la propiedad para acondicionar una sala de ventas 
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del proyecto, permitiendo la colocación de vallas y avisos 

publicitarios, como lo precisa el hecho sexto de la demanda, 

desde dicha data, los pretensores en forma voluntaria y sin 

lugar a coacción o exigencia alguna, hicieron entrega física y 

total de la propiedad a los demandados, quienes en vista de 

ello entraron a ocuparlo y adelantaron obras para la 

construcción del proyecto inmobiliario. 

 

Las restituciones: El Tribunal está compelido a examinar y 

analizar el avalúo dado a las mejoras construidas por la parte 

demandada en el predio de propiedad de los demandantes y 

que fueron reconocidas en la sentencia de primer grado, 

porque en sentir de la parte demandante corresponde al valor 

de la edificación terminada y no a lo que se había avanzado 

en la construcción al momento del dictamen. 

 

Al efecto, la parte demandada con la respuesta a la demanda 

allegó el denominado avalúo comercial informativo – Calle 34 

Nº 76- 26 (Estructura edificio 10 pisos y sótano) “Edificio 

Baltimore P.H.” y para cada uno de los apartamentos del 

edificio, con un área de 113 M2, asignó un valor por M2 de 

$3.300.000.oo para un total de $372.900.000.oo, para un 

avalúo de $3.356.100.000.oo para los nueve (9) 

apartamentos; a renglón seguido indica: “Los valores 

comerciales de los inmuebles antes señalados, se calculan 

con base a $5.500.000/M2 y sobre el porcentaje de obra del 

60% aproximadamente, en el cual se encuentra construido el 

edificio (Información suministrada por los interesados en el 

presente informe, por lo tanto la consideramos verdadera y 

con base en ellas realizaremos la presente valoración”; 
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además, como precio para cada uno de los parqueaderos, con 

diferentes áreas, el experto señaló $30.000.000.oo, para un 

total de $300.000.000.oo para los diez (10) 

estacionamientos; para siete (7) depósitos fijó para cada uno 

un valor de $8.000.000.oo; para el depósito 1002 con un área 

de 11.50 M2 de $12.000.000.oo y para el depósito 1003 con 

un área de 13.78 M2 de $15.000.000.oo, para un total por 

los nueve (9) depósitos de $83.000.000.oo (folios 186 a 206 

cuaderno principal); lo que sumado asciende a un monto total 

de $3.739.100.000.oo; valor que como lo aclaró y precisó el 

experto al dar respuesta al requerimiento efectuado por el 

Tribunal en tal sentido, no comprende el precio del lote de 

terreno; de donde se sigue, que al contrario de lo señalado 

por el extremo activo, el avalúo corresponde a la construcción 

que se había levantado en un porcentaje  del 60% 

aproximadamente, como inequívocamente aparece 

consignado en el informe y se desprende del material 

fotográfico aportado; amén, que el dictamen no fue objeto de 

reproche alguno, no se solicitó la comparecencia del perito a 

la audiencia para su contradicción, ni oficiosamente lo ordenó 

el Juzgado, como lo manda el art. 228 del C. General del 

Proceso; además, la pericia se observa clara, coherente, 

congruente, está debidamente sustentada y las conclusiones 

son claras y precisas, a más que fue realizado por personal 

idóneo, pues el experto tal como aparece en el certificado, 

hace parte del Registro Abierto de Avaluadores, desde el 26 

de abril de 2018 (folios 205 y 206 cuaderno principal). 

 

De otra parte, reclama el extremo pasivo que las reseñadas 

mejoras levantadas por la sociedad Constructora del Norte de 
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Bello S.A.S., en terreno de los pretensores, por ser de su 

propiedad, constituyen parte de la prenda general de sus 

acreedores, que son parte en el proceso de Liquidación 

Forzosa Administrativa que se viene adelantando; al 

respecto, el Tribunal advierte que al tenor del art. 713 del C. 

Civil, las mejoras son de propiedad del dueño del predio y las 

adquiere por el modo de accesión; teniendo la sociedad 

demandada un crédito personal a su favor y a cargo de los 

demandantes, tal como lo manda la parte final del art. 739 

Ibídem; que al efecto establece: “Si se ha edificado, plantado 

o sembrado a ciencia y paciencia del dueño del terreno, será 

este obligado, para recobrarlo, a pagar el valor del edificio, 

plantación o sementera”.  

 

Sobre este tópico la jurisprudencia patria ha precisado:  

 

“Respecto de esta forma de accesión, cuya característica 

esencial es la unión de una cosa a otra y su naturaleza 

jurídica, de acuerdo con nuestro ordenamiento civil es la de 

ser un modo originario de adquirir el dominio, prevista en el 

citado artículo 739, ha dicho la doctrina que “como hecho de 

adquisición, la “accesión” se caracteriza porque, antes de ella, 

propiedad del suelo y propiedad de las cosas que a él vienen 

a unirse son de sujetos distintos, y después de la “accesión” 

constituyen un solo todo del propietario del suelo” 

 

“… Es claro entonces que el artículo 739 del Código Civil, como 

modo originario de adquirir el dominio consagra unos 

particulares supuestos que permiten adquirir la propiedad de 

una cosa o que, en algunos eventos, se configure el derecho 
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a ser indemnizado por lo que a ella se adhiere, partiendo del 

postulado de que lo accesorio corre la suerte de lo principal, 

por lo que confiere al propietario del terreno la facultad de 

conservar la propiedad del predio, haciéndose dueño de las 

mejoras, previa indemnización al poseedor por el valor de las 

mismas, ora de despojarse de ese dominio obligando al que 

construyó a pagarle el justo valor del lote, con los intereses 

por todo el tiempo en que lo haya tenido en su poder, y al 

que sembró a pagarle la renta e indemnizarle los perjuicios, 

como también, en el evento de que las hubiere autorizado a 

recuperar el lote previo pago de la indemnización al 

mejorante por el valor de estas” (CORTE SUPREMA DE 

JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL, Sentencia SC1905-

2019, del 04 de junio de 2019, M.P. Dra. Margarita Cabello 

Blanco). 

 

Dilucidado lo anterior y frente a las restituciones mutuas que 

se imponen y que mutuamente se tienen que realizar las 

partes contratantes, como consecuencia de la declaratoria de 

la nulidad absoluta del contrato de promesa de permuta, 

necesariamente se tiene que emitir pronunciamiento para que 

se impongan; en el presente caso, a favor de la parte 

demandante, la restitución del inmueble de su propiedad y el 

reconocimiento del valor los frutos y, a favor de la parte 

demandada, el precio que pagó y las mejoras que plantó.  

 

Así las cosas, se advierte que como en el presente caso, el 

contrato de promesa de permuta no se elevó a escritura 

pública, el dominio del bien inmueble prometido por los 

demandantes, continúa en cabeza de éstos, por lo que 
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pretenden en forma separada el reconocimiento del valor del 

lote y de la construcción allí levantada, y que fue demolida 

por los demandados para elevar la nueva edificación. Al efecto 

tenemos, que para determinar en forma separada el valor del 

predio y de la construcción que existía al momento de la 

negociación, mediante auto del 21 de octubre de la pasada 

anualidad, como prueba de oficio, entre otros puntos, se 

ordenó al experto Edwin Cardona Pareja, que procediera a 

complementar y/o aclarar la experticia presentada; 

precisando si en el valor asignado a los bienes objeto de la 

pericia, iba incluido el valor correspondiente al lote de terreno 

donde fue levantada la construcción y en caso positivo, para 

que determinara en forma separada el valor del lote de 

terreno y el de la construcción existente al momento de la 

celebración del contrato de promesa de permuta; señalando 

el auxiliar de la justicia que tal cometido no era posible porque 

no conoció el inmueble ni el lote de terreno al momento de la 

negociación y, por lo tanto, desconoce el valor dado por los 

contratantes al lote y a las construcciones existentes; 

tampoco se solicitó al momento de elaborar la experticia que 

señalara el valor del lote de terreno; por proveído del 25 de 

enero de la presente anualidad, se corrió traslado a las partes 

para que se manifestaran frente a dicha respuesta; 

procediendo tanto el extremo activo como el pasivo, a 

pronunciarse repudiando y objetando el dictamen presentado 

por el experto Cardona Pareja, incluso, allegando nuevas 

pericias para que sirvieran como prueba de las objeciones 

presentadas; objeciones a las cuales no se les dio trámite 

alguno porque el término para ello ya había vencido y el 

proceso no se puede retrotraer a ese estadio procesal para 
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revivir una oportunidad precluida y, por lo tanto, cualquier 

pronunciamiento frente a las mismas resultaría inane. 

 

Ahora, no es posible ordenar a los demandados que cancelen 

el valor de la construcción que se encontraba levantada en el 

lote de terreno al momento de la negociación y que éstos 

demolieron para levantar una nueva edificación, como lo 

solicita la parte demandante; de una parte, porque el extremo 

activo no aportó prueba alguna que diera cuenta del valor de 

dicha construcción en forma independiente del precio del lote, 

para el momento de la celebración del contrato de promesa 

de permuta, incumpliendo con la carga de la prueba que le 

incumbía al tenor de lo dispuesto en el art. 167 del C.G.P.; 

amén, que como fue acordado por los contratantes al bien de 

propiedad de los actores se le asignó un precio único de 

$900.000.000.oo, que comprendía el valor del lote de terreno 

y el de la construcción en el levantada, toda vez, que como 

dicho predio se adquirió como casa-lote para plantar la 

edificación proyectada por los demandados, donde la 

existencia de dicha construcción ninguna incidencia tenía en 

el precio acordado; pues tal como viene de indicarse, el valor 

dado al inmueble en su totalidad, lo fue como casa-lote para 

levantar una edificación; incluso, en el negocio efectuado por 

las partes, el hecho de existir la construcción no acrecentaba 

el valor del inmueble para los fines que fue adquirido y que 

fueron conocidos por la parte demandante; por el contrario, 

como la casa-lote se obtuvo para levantar una obra nueva, la 

existencia de la construcción conllevaba gastos o costos 

adicionales para el proyecto, como la demolición de la 

construcción, la disposición de escombros y adecuación total 
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del predio para edificar; a más del tiempo que se tenía que 

invertir para ello y que hacía que el inicio de la nueva 

construcción se prolongara; por lo que no es posible ordenar 

la restitución del valor de la construcción en forma separada 

del precio del lote, como lo pretende la parte actora. 

 

Acorde con lo anterior, se ordenará que la parte demandada 

haga entrega a la parte demandante del lote de terreno con 

la construcción en él levantada una vez ejecutoriado el 

presente fallo y de no hacerlo en forma voluntaria, se 

comisionará a la autoridad competente para que proceda a 

ello; por su parte, los pretensores cancelarán a los 

encausados las mejoras por un valor de $3.739.100.000.oo, 

consistente en la construcción en obra negra que a su costa 

efectuaron; igualmente, el extremo activo pagará a los 

accionados la parte del precio del bien de su propiedad que 

estos pagaron y que conforme a lo señalado en la demanda 

corresponde a las siguientes sumas: a) $30.000.000.oo 

comisión por la venta; b) $45.000.000.oo cancelados a los 

demandantes y, c) $2.000.000.oo mensuales entre la firma 

de la promesa y el mes de abril de 2017, esto es 

$34.000.000.oo, para un total de $109.000.000.oo, 

advirtiendo, que no se reconoce la suma de $85.000.000.oo 

que los accionados se comprometieron a pagar al Banco 

Colpatria S.A., mediante cuotas mensuales de 

$1.150.000.oo, para cancelar el crédito hipotecario a cargo 

de los pretensores porque no se aportó prueba de que 

hubieran realizado dichos pagos; para un total de 

$109.000.000.oo; debidamente indexados así: i) 

$30.000.000,oo desde el 05 de noviembre de 2015; ii) 
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$5.000.000,oo desde el 05 de noviembre de 2015; iii) 

$20.000.000,oo desde el 30 de noviembre de 2015; iv) 

$20.000.000,oo desde el 30 de diciembre de 2015 y, v) 

$34.000.000,oo desde el mes de abril de 2017; hasta el pago 

total de cada una de las obligaciones. 

 

Por su parte, los demandados cancelarán a los demandantes 

los frutos civiles que hubiere producido el inmueble de 

propiedad de éstos; que conforme a lo ordenado en la 

sentencia de primer grado y acorde con el dictamen allegado 

por el extremo activo, corresponden a los cánones de 

arrendamiento causados desde el 07 de enero de 2017 al 13 

de junio de 2019, que ascienden a $198.791.775.oo; los 

cuales deben ser indexados desde la fecha de presentación 

del dictamen hasta su pago total; además, se procede por la 

Sala a calcular los frutos civiles causados desde el 14 de junio 

de 2019 hasta la fecha del presente fallo, para cuyo cometido 

se tendrán en cuenta los parámetros fijados por el experto, 

pues dicho informe no fue controvertido por las partes, 

aceptándolo íntegramente; lo que se pasa a realizar en los 

siguientes términos: 

 

Fecha 

inicial 

Fecha Final Valor inmueble Renta 

Anual 

Valor total 

renta  

14/06/2019 31/12/2019 $1.190.250.000 7.80% $51.061.725 

01/01/2020 31/12/2020 $1.368.787.500 7.80% $106.765.425 

01/01/2021 31/12/2021 $1.574.105.625 7.80% $122.780.238 

01/01/2022 31/05/2022 $1.810.221.468 7.80% $58.832.196 

Total    $339.439.584 

 

Dicha suma ($339.439.584.oo), será debidamente indexada 

desde la fecha en que quede ejecutoriado el presente fallo 

hasta su pago total. 
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Por último, frente a la inconformidad planteada por el 

extremo pasivo, en cuanto a que la decisión de primer grado, 

solo se centró en resolver la situación de la sociedad 

demandada, cuando se debió pronunciar sobre las 

restituciones a cargo de cada uno de los accionados; se 

advierte, que los demandados conforman una sola parte y, 

por lo tanto, las ordenes frente a las restituciones mutuas y 

demás que se impongan, comprenden e incorporan a todas y 

cada una de las personas jurídicas o naturales que conforman 

la parte demandada. Adicionalmente, se pone de presente 

que el pronunciamiento de la sentencia de primer grado no lo 

limitó únicamente a la sociedad CONSTRUCTORA DEL NORTE 

DE BELLO S.A.S. como lo afirma el recurrente, porque en 

cambio, lo hizo frente a los dos demandados contra quienes 

se dirigió la demanda y se integró el contradictorio.  

 

Conclusión: Consecuente con lo expuesto, se confirmarán 

los numerales primero, tercero y cuarto de la sentencia de 

primer grado y, se revocará el numeral segundo de la decisión 

de primera instancia y, en su lugar, se ordenará como 

restituciones mutuas a cargo de la parte demandada y a favor 

de los demandantes, las siguientes: i) El extremo pasivo hará 

entrega al pretensor del lote de terreno con la construcción 

en él levantada, una vez ejecutoriado el presente fallo y de 

no hacerlo en forma voluntaria, se comisionará a la autoridad 

competente para que proceda a la entrega y, ii) los 

accionados cancelarán a los demandantes por concepto de 

frutos civiles los siguientes valores: a) $198.791.775.oo que 

corresponden al valor de los frutos civiles comprendidos entre 
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el 07 de enero de 2017 al 13 de junio de 2019, que serán 

indexados desde la fecha de presentación del dictamen hasta 

su pago total y, b) $339.439.584,oo, correspondientes a los 

periodos comprendidos entre el 14 de junio de 2019 al 31 de 

mayo de 2022; que serán indexados desde la fecha en que 

quede ejecutoriado el presente fallo hasta su pago total. 

 

Como restituciones mutuas a cargo de la parte actora y a 

favor del extremo pasivo, pagarán a los accionados los 

siguientes valores: i) $3.739.100.000,oo, valor que 

corresponde a las mejoras efectuadas, edificio en proceso de 

construcción, como viene de precisarse, debidamente 

indexados desde la fecha de presentación del dictamen hasta 

su pago total y, ii) $109.000.000.oo, que corresponde a la 

parte del precio que fue pagado, debidamente indexados así: 

i) $30.000.000,oo desde el 05 de noviembre de 2015; ii) 

$5.000.000,oo desde el 05 de noviembre de 2015; iii) 

$20.000.000,oo desde el 30 de noviembre de 2015; iv) 

$20.000.000,oo desde el 30 de diciembre de 2015 y, v) 

$34.000.000,oo desde el mes de abril de 2017; hasta el pago 

total de cada una de las obligaciones. 

 

Dados los resultados del recurso de apelación, se condenará 

al extremo pasivo a pagar las costas de segunda instancia a 

favor de los demandantes. Como agencias en derecho 

causadas en segunda instancia se fijará por el Magistrado 

ponente la suma de CUATRO MILLONES DE PESOS 

($4.000.000,oo), que equivale a CUATRO (4) salarios 

mínimos legales mensuales vigentes (Acuerdo PSAA16-

10554, del 05 de agosto de 2016, expedido por el Consejo 
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Superior de la Judicatura), que se liquidarán conjuntamente 

con las de primer grado. 

 

IV. RESOLUCIÓN: 

 

A mérito de lo expuesto, la SALA SEGUNDA DE DECISIÓN 

CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia 

y por autoridad de la ley, 

 

F A L L A: 

 

1. Por lo dicho en la parte motiva, se confirman los numerales 

primero, tercero y cuarto de la parte resolutiva de la 

sentencia, de fecha y procedencia indicadas. 

 

2. Se revoca el numeral segundo de la decisión y, en su lugar, 

se ordena como restituciones mutuas. 

 

A cargo de la parte demandada y a favor de los demandantes 

i) El extremo pasivo hará entrega a los demandantes del lote 

de terreno con la construcción en él levantada, una vez 

ejecutoriado el presente fallo y de no hacerlo en forma 

voluntaria, se comisionará a la autoridad competente para la 

entrega y, ii) los accionados cancelarán a los demandantes 

por concepto de frutos civiles los siguientes valores: a) 

$198.791.775.oo que corresponden al valor de los frutos 

civiles comprendidos entre el 07 de enero de 2017 al 13 de 

junio de 2019, que serán indexados desde la fecha de 

presentación del dictamen hasta su pago total y, b) 
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$339.439.584,oo, correspondientes a los periodos 

comprendidos entre el 14 de junio de 2019 al 31 de mayo de 

2022; que serán indexados desde la fecha en que quede 

ejecutoriado el presente fallo hasta su pago total. 

 

A cargo de la parte actora y a favor del extremo pasivo los 

demandantes pagaran a los accionados: i) 

$3.739.100.000,oo, que corresponden al valor de las mejoras 

efectuadas y reconocidas, edificio en proceso de construcción, 

como viene de precisarse, debidamente indexados desde la 

fecha de presentación del dictamen hasta su pago total  y, ii) 

$109.000.000.oo, como parte del precio que los demandados 

pagaron; debidamente indexados así: i) $30.000.000,oo 

desde el 05 de noviembre de 2015; ii) $5.000.000,oo desde 

el 05 de noviembre de 2015; iii) $20.000.000,oo desde el 30 

de noviembre de 2015; iv) $20.000.000,oo desde el 30 de 

diciembre de 2015 y, v) $34.000.000,oo desde el mes de abril 

de 2017; hasta el pago total de cada una de las obligaciones. 

 

3. Se condena al extremo pasivo a pagar las costas de 

segunda instancia a favor de los demandantes. Como 

agencias en derecho causadas en segunda instancia se fija 

por el Magistrado ponente la suma de CUATRO MILLONES DE 

PESOS ($4.000.000,oo), que equivale a CUATRO (4) salarios 

mínimos legales mensuales vigentes (Acuerdo PSAA16-

10554, del 05 de agosto de 2016, expedido por el Consejo 

Superior de la Judicatura), que se liquidarán conjuntamente 

con las de primer grado. 

 

4. Devuélvase el expediente al lugar de origen. 
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CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE 

 

 

Los Magistrados 

 

LUIS ENRIQUE GIL MARÍN 

 

MARTHA CECILIA LEMA VILLADA 

       

 

RICARDO LEÓN CARVAJAL MARTÍNEZ 


